www.monografias.com

De los servicios públicos
1. De las consideraciones generales
2. De los caracteres fundamentales
3. De la parte económica
4. De la clasificación de los servicios públicos
5. De el administrado y el usuario en su relación con el  servicio público 
6. De la creación, organización, modificación y supresión de los servicios públicos
7. De los sistemas de prestación de los servicios públicos
8. De un caso en particular
9. Conclusión
10. Bibliografía
1- DE LAS CONSIDERACIONES GENERALES
Si bien la noción de servicios públicos es tan amplia que permite tener tantas definiciones como autores que traten el tema, en el presente trabajo trataremos de ahondar en un definición en particular, la cual expresa que el servicio publico es una parte de la actividad de la administración publica
. Dentro de esta definición nos encontramos con dos tipos de concepciones, la orgánica por una parte y la funcional por otra. 

Con referencia a la primera, teoría orgánica, define a los servicios públicos a través de los órganos o entes que integran la administración de un Estado, o sea, se define como el aparato administrativo del servicio y el organismo que lo dirige. En tanto que la teoría funcional, se basa en la actividad que desarrolla la administración, o sea, centraliza su enfoque en la actividad de la administración.-

De ambos enfoques, prevalece la segunda, la teoría funcional, sustentada en que para que exista un servicio publico debe existir alguna actividad de la administración, o en algunos de los supuestos, de los particulares, quienes realizan un servicio publico bajo la forma de concesión. Cabe aclarar que como veremos mas adelante cabe la posibilidad de servicios públicos, de carácter impropio, que son prestados por particulares bajo la reglamentación del Estado.-

Prosiguiendo con la definición antes mencionada, el servicio publico comprende tanto actividades de la administración publica en lo jurídico como así también en lo económico social
. De esta forma la noción de servicios públicos comprende como dijimos anteriormente cierta actividad de la administración publica dirigida a satisfacer el interés publico
, o sea, representa una actividad material y técnica puesta a disposición de los particulares para ayudarlos a la realización de sus finalidades.-

Con lo expuesto, podemos decir que la noción conceptual de servicio publico es la prestación que efectúa la administración en forma directa o indirecta par satisfacer una necesidad de interés general
. A partir de esto podemos decir que los elementos del servicio publico son : 1) Prestación de la administración; 2) en forma directa o indirecta; 3) Satisfacción de una necesidad de interés general; 4) Titularidad intransferible del Estado. A continuación analizaremos estos puntos:

1)-   Prestación: debe ser dirigida directa o indirectamente a personas que puedan ser individualizadas. El común denominador es el de servir al publico. O sea, tiene por objeto proporcionar utilidad asistencial o de orden económico a los particulares debe tratarse de una prestación en naturaleza y no de prestación pecuniaria, o sea, prestación de actividades o de bienes, ya que estos sirven a la satisfacción directa e inmediata de las necesidades individuales de importancia colectiva, que tienen en vista el interés publico.-

2)-   Directa o Indirecta: Si se hace en forma directa es la propia administración la que realiza la prestación. Si se hace en forma indirecta, la prestación se lleva a cabo a través de los administrados.-

3)-  El servicio debe satisfacer una necesidad de interés general
: este interés general no es el interés de la administración, es la suma de total de los interés individuales coincidentes. De esto resulta que el servicio publico se presta para proveer a un interés general pero este solamente puede ser cubierto mediante la satisfacción de una seria de intereses particulares, de los cuales el interés publico es el resultante
.-

4)-  Titularidad del servicio publico: todo servicio publico tiene la característica de hallarse sujeto a la titularidad del Estado, la cual es insusceptible de enajenación o modificación, lo único delegable es la ejecutabilidad del mismo.-

En cuanto a la determinación de los servicios públicos podemos decir que una actividad constituye o no un servicio como tal dependiendo de una ley. La misma di dice expresamente que esa actividad constituye un servicio publico no cabe duda de su naturaleza como tal.- 

2- DE LOS CARACTERES FUNDAMENTALES:
La doctrina establece cuatro tipos de caracteres fundamentales de los servicios públicos a saber: Continuidad, Regularidad,  Uniformidad o Igualdad, Generalidad y Obligatoriedad.-

2-1- Continuidad
Este elemento esencial en los servios públicos hace referencia a la que prestación del servicio por ninguna causa debe ser interrumpida. Esta característica hace a la eficiencia de la prestación. 

La continuidad se asegura de diversas formas como ser: a)no paralización por ningún medio de las actividades, o sea exclusión de la huelga y de los paros patronales; b) con la teoría de la imprevisión, ningún tipo de trastorno económico es fuente valida para impedir la prestación; c) los bienes afectados a la prestación del servicio no pueden ser objeto de ejecución forzosa, o sea son inembargables; d) con respecto a los servicios públicos que se prestan mediante concesión, la ejecución directa por parte de la administración tiende la continuar el precepto de la continuidad; e) en caso de quiebra del concesionario la prestación no se interrumpe, debe continuar a cargo del sindico.-

Sin embargo la Continuidad no siempre es de carácter absoluto
, en algunas ocasiones es relativa, dependiendo de la índole de la necesidad a que se refiere el servicio
. Ahora bien, en ambos casos la continuidad debe cumplirse, porque de esta depende la índole de la necesidad a satisfacer, lo que se busca es que siempre que exista la necesidad, o tan pronto esta aparezca, el servicio publico sea prestado de inmediato
.-

Retomando las características  del concepto de continuidad enunciado en las líneas precedentes nos detendremos en lo referente a la “prohibición de huelga o bien de los paros patronales”  podemos decir que afectan de forma directa a la continuidad y por ende a su eficacia, por esto la doctrina auspicia la prohibición  del derecho a huelga
. 
No obstante a esto, la disposición del Art. 14 bis de la Constitución Nacional que reconoce tal derecho, no es absoluto
, por esto la exclusión de tal derecho en lo que hace a servicios públicos se impone por lógica consecuencia del sistema jurídico imperante en materia de servicios públicos. Así mismo existe un decreto del Poder Ejecutivo que excluye la licitud de la huelga

Este principio deviene de que son afectados los intereses de terceros en el caso de una paralización de un servicio publico. La intervención del Estado en este área procede del Art. 19 de la Constitución Nacional: “las acciones privadas de los hombres que de ningún modo ofendan el orden y a la moral publica, ni perjudiquen a un tercero, están exentas de la autoridad de los magistrados”: y al revez, las acciones privadas de los hombres, que de algún modo ofendan al orden y la moral publica, o perjudiquen a un tercero no están exentas de la autoridad de los magistrados y por consiguiente caen bajo de ella”

2-2- Regularidad
El servicio publico debe prestarse de forma regular. O sea debe ser prestado de conformidad a las reglas, normas o condiciones preestablecidas, manteniendo un ritmo. Esto no quita la posibilidad, a la administración, de que en un momento modifique su organización
. Ahora bien el servicio publico puede ser continuo y así mismo no cumplir con la regularidad.

2-3- Uniformidad o Igualdad
La uniformidad o igualdad significa que todos los habitantes tiene derecho a exigir y recibir el servicio en igualdad de condiciones
. La expresada igualdad de trato que debe dárseles a los habitantes en la utilización de un servicio publico es un corolario del principio fundamental de igualdad ante ley. Sin embargo esto no impide que se establezcan diversas categorías de usuarios manteniéndose en estricta igualdad a todos los que están en la misma situación.-

2-4- Generalidad

Esta es otra de las características fundamentales del servicio publico, esta ataña a que todos los habitantes tiene derecho a usar los servicios públicos, de acuerdo a las normas que rigen a estos
. Para que el usuario pueda utilizar el servicio no es necesario un acto del Estado, bastando con una manifestación de voluntad del mismo.-

2-5- Obligatoriedad
Esta ultima característica podríamos afirmar que encierra un grado mayor de importancia en lo que hace a los servicios públicos, ya que si bien el servicio debe ser continuo, regular, uniforme y general, si quien debe prestarlo o realizarlo no estuviere obligado de nada valdrían las otras.-

La negativa a la prestación del servicio por quien debe hacerlo debe considerarse como falta gravísima, una falta de este tipo desvirtúa todo el instituto del servicio publico. Quienes incurrieran en tal falta debe ser sancionado, esta sanción puede consistir no solo en multa , sino , incluso en la caducidad o extinción de la autorización para ejercer la respectiva actividad, si bien que para llevar estas sancione se debe respetar todo el orden jurídico en vigencia.-

Esta Obligatoriedad recae única y exclusivamente sobre el prestador del servicio, no debe confundirse con la obligación de los usuarios en su utilización.

3- DE LA PARTE ECONOMICA

Continuando con este trabajo en donde se busca la claridad conceptual acerca de los servicios públicos, aremos referencia al carácter retributivo de los mismo. Entendiendo en este aspecto si los mismos han de ser prestado en forma gratuita, onerosa o lucrativa.-

La gratuidad significa que el servicio será prestado sin que los usuarios abonen suma alguna por tal prestación
.-

El servicio publico adopta la segunda figura, es oneroso, cuando el usuario debe abonar una suma en pago por la prestación que le es suministrada, o sea en este caso el servicio ya no gratuitito, pero de todas formas no se llega a lucrar. Con este tipo se busca cubrir alguna parte del costo del servicio a prestar.

En forma de culminación, en lo referente a la parte económica de los servicios públicos, abordaremos el caso del servicio publico que genera lucro, este caso se da cuando el importe que abona el usuario cubre el costo de la prestación mas un porcentaje en concepto de beneficio a favor de quien presta el servicio.

Por retribución de un servicio se entiende lo que el administrado debe pagar. Dicha retribución se refiere al precio, tarifa o tasa del servicio, en lo referente al vocablo tarifa, es incorrecto por el hecho que el mismo es la lista de los precios o tasas, o sea, hablando con propiedad se debe mencionar o precios o tasas que es lo que abona o paga por utilización de un servicio publico. En estos dos conceptos, tasa y precio, podemos encontrar una diferencia ya que la tasa es la retribución correspondiente a los servicios públicos cuya utilización es legalmente obligatoria para el administrado
. En cambio, el precio es la retribución correspondiente a los servicios uti singuli de utilización facultativa para el usuario.
 Pero en ambos casos, están fijados en tarifas

En las tarifas al fijarse las tasas o precios que los usuarios abonan como retribución de los servicios que hagan uso, debe respetarse el principio de proporcionalidad, pues las tarifas deben ser justas y razonables
.Además de lo expuesto, deben reunir otra característica, la cual es la legalidad, o sea, dicha tarifa debe ser fijada por la autoridad estatal competente. Dicha legalidad debe entenderse además como forma de legitimidad, solo de este modo se obtiene el requisito de juridicidad. Sin embargo, para obtener esta razonabilidad debe existir proporcionalidad, la cual consiste en una en una equivalencia entre el servicio que se presta y la retribución que por el debe abonar el administrado. Debe existir proporcionalidad entre la tasa o precio y el costo del servicio, y aunque la referida proporcionalidad no constituye un principio absoluto sino relativo, y aunque es difícil legar al equilibrio de la ecuación tasa y/o precio – costo, lo cierto es que la fijación de la tasa debe relacionarse con bases reales, hechos.

Ahora bien, para la eficacia jurídica, las tarifas aplicables en los servicios públicos deben ser establecidas o aprobadas por la autoridad publica correspondiente. En el caso de servicios públicos propios, prestados directamente por el Estado, las tarifas las estableced este. Si dichos servicios públicos son prestados por concesionarios, las tarifas deben ser aprobadas por la autoridad estatal, sin perjuicio de la intervención del concesionario en la fijación de la tarifa
, intervención que encuentra su validez por la obvia incidencia que en las tarifas puede tener sobre la ecuación económica – financiera de la concesión. Esta premisa , de que la tarifas sean aprobadas por la autoridad publica constituye una condición en toda concesión de servicios públicos
. En cuanto a los servicios públicos impropios, las tarifas son fijadas  por la autoridad estatal.-

En ambos casos, es el interés publico el que esta en juego el que justifica y explica  la intervención estatal en las fijación de las tarifas

La contrapartida de la tasa es la eficaz prestación del servicio, o sea, se requiere que haya una prestación efectiva del mismo y que el servicio sea puesto a disposición del usuario. En cambio si una tarifa se considera irrazonable el administrado puede concurrir ante el órgano judicial para establecer si la fijación de un monto de una tarifa implica una violación de la garantía de razonabilidad, esto es lo que justifica el accionar judicial, si se constata que es afirmativa la petición, el órgano judicial se encuentra facultado para declarar la nulidad como consecuencia de  haber caído en la inconstitucionalidad. Sin embargo esto no faculta al órgano judicial a fijar tarifas, cuestión inherente al órgano administrativo.-
4- DE LA CLASIFICACION DE LOS SERVICIOS PUBLICOS
Nos encontramos antes dos formas básicas de prestación de los servicios públicos: por el Estado o por los particulares., esto concuerda con la clasificación de los servicios públicos en propios e impropios.

En cuanto a los primeros, servicios públicos propios, son los que están a cargo del Estado y que este presta directamente o indirectamente a través de entidades autarquícas o de particulares. 
En el caso de los prestados directamente por el Estado, dicha prestación, aparece como ejercicio de la administración; en cambio aquellos que el estado presta indirectamente a través de una entidad autarquica, la prestación es una expresión de la función, o del complejo de funciones, atribuidos a dicho ente. O bien, si es prestado directamente a través de particulares, esto se obtiene de diferentes modos, por una parte transfiriendo a un particular la potestad de prestar el servicio: concesión, o bien prescindiendo de toda transferencia de potestades, recurriendo a la locación.-

En cuanto a los segundos, servicios públicos impropios, son los que prestan los particulares, de acuerdo a la reglamentación que dicta el Estado
. En este caso en particular, no existe una sola visión ya que otros autores exponen la inexistencia de los mimos acusando que cuando una actividad presenta un carácter de inertes general y ella no ha sido erigida por ley en servicio publico y se lo encuadra dentro de esta categoría, servicio publico impropio, se esta dando la posibilidad a la administración de imponer las condiciones para un servicio publico sobre diferentes actividades del sector privado, que en definitiva se trataría de una actividad privada de interés publico
.-

En cuanto a la clasificación jurídica en si, Manuel Diez, nos hace un abordaje un tanto mas especifico, agregando categorías para desarrollar un análisis mas exhaustivo. Proponiendo como criterio de clasificación las siguientes categorías: a) Por la titularidad del servicio; b) Por la necesidad de su prestación; c) Por el carácter de su prestación; d) Por la forma de su ejercicio; e) Por razón de su utilización; f) por el carácter de la necesidad. A continuación detallaremos con mas profundidad sobre los mismo:

a) Titularidad del servicio: en este punto a lo que se apunta es al concepto de territoriedad, por cuanto se enfoca si el servicio esta a cargo del Estado Nación o bien a cargo de entidades locales, o sea, tendríamos servicios públicos nacionales, provinciales y municipales

b) En razón a la necesidad de su prestación: se pueden clasificar en necesarios o voluntarios, o sea, obligatorios o facultativos.-

c) Por el carácter de la prestación: se lo puede distinguir, al servicio, en esencial o secundario. Siendo los primeros aquellos cuya prestación constituye la base para el mantenimiento del Estado. Mientras que los restantes corresponden a aquellos que dependen del grado de desarrollo técnico y cultural de la sociedad.-

d) Por la forma de su ejercicio: las prestaciones pueden efectuarse en régimen de concurrencia con los particulares, ejemplo de ello es el trasporte automotor, o bien en régimen de monopolio, a modo de ejemplo podemos observar el servicio de correos.-

e) Por razón de su utilización: esta clasificación se relaciona estrechamente con los usuarios y comprende las categorías de utilización necesarias y de utilización facultativa, siendo los primeros aquellos que los usuarios están obligados a utilizar, ejemplo de ellos es el servicio de educación. En tanto que los facultativos son aquellos que los usuarios pueden o no utilizar, ejemplo de este tipo son el servicio de transporte, de telecomunicaciones, etc.-

f) Por el carácter de la necesidad: esta puede ser permanente, accidental o intermitente.-   

5- DE EL ADMINISTRADO Y EL USUARIO EN SU RELACION CON EL  SERVICIO PUBLICO
El habitante en relación con el servicio publico, según el momento, puede encontrase en dos posiciones distintas. Por una parte aparece como aspirante o candidato a que el servicio le sea prestado, en este estadio dicho habitante aparece como administrado frente a la Administración publica. Pero cuando el servicio se actualiza respecto del administrado, el habitante se torna usuario
. Todo esto vale tanto para los usuarios uti singuli como uti universi.-

Una vez que el servicio publico es creado y organizado hay que distinguirlos entre servicios públicos propios, prestados por el Estado en forma directa o bien por concesión y los servicios públicos impropios en cuanto a si el usuario puede obligar al Estado a que haga funcionar el servicio.-

De los primeros, en cuanto a los servicios prestados de forma directa por el Estado, por ejemplo: defensa nacional, policía de seguridad, etc., el administrado careced de un derecho subjetivo para obligarlo a prestar el servicio si el Estado no lo hace funcionar, esto se sustenta en que las normas que crean y organizan un servicio publico pertenecen a las llamadas normas de acción, las cuales regulan la conducta y actuación de la administración y se distinguen de las llamadas normas de relación, en las cuales se crean vínculos jurídicos entre la administración y el habitante, en este ultimo caso, si existe una violación, se esta lesionando al derecho ajeno. 
O sea, el interés de los ciudadanos en hacer cumplir un norma de acción no tiene sustento jurídico ya que no esta reconocido ni tutelado por el ordenamiento jurídico, es un mero interés de hecho o interés simple.
 El administrado únicamente tendría acción para demandar al Estado por indemnización de daños y perjuicios, fundada tal acción en el incumplimiento, de un deber jurídico a cargó del Estado, si bien esto genera un derecho subjetivo en cuanto a que el servicio le sea prestado
.-

En cambio, el Estado, de oficio o a pedido de parte, si tiene medios para obligar a que funcionen los servicios públicos que se prestan mediante concesión o los servicios públicos impropios, es decir, prestados por particulares. Dicha facultad deviene de las potestades que tiene el Estado en cuanto al control de los servicios públicos.-

Una vez que el administrado utiliza los servicios públicos en funcionamiento se convierte en usuario, en lo cual aparecen dos tipos de relaciones con respecto a los servicios públicos. Por una parte nos encontramos con un tipo de relación reglamentaria y en otros contractual, dependiendo del servicio que se trate.-

Con el fin de esclarecer aun mas la cuestión hay que  distinguir entre servicios públicos uti universi y uti singuli, y dentro de este ultimo, hay que diferenciar entre servicios de carácter obligatorios  o facultativos para el usuario.-

En lo referente al servicio publico uti universi la relación del usuario con el Estado es legal o reglamentaria, no es contractual, a modo de ejemplo podemos mencionar a los servicios de policía de seguridad, de defensa nacional, etc., lo que torna que no se establezca una relación contractual es que el usuario afectivo es cualquiera de la comunidad, o sea, el verdadero usuario es la comunidad.-

En cambio, en lo servicios públicos uti singuli, de carácter obligatorio para el usuario, el vinculo con el Estado es reglamentario
, en este sentido se pueden mencionar el servicio de enseñanza primaria. En los de carácter de uso facultativos para el usuario, como ser: correos, gas, electricidad, etc., la relación que se establece entre el usuario y el Estado que presta el servicio es contractual.-

Con respecto a los servicios públicos prestados por concesionarios, el vinculo que se estable entre el concesionario y el usuario es similar a la que puede establecerse entre el usuario y el Estado, lo único a definir es que si se trata de un servicio de utilización obligatorio o facultativo.- 

En cuanto a los servicios públicos impropios la relación entre el usuario y el prestador del servicio es contractual de derecho privado
.-

En este sentido la apreciación de la situación jurídica del usuario es crucial a la hora de establecer una acción contra el mismo, o sea, el servicio, ya que tratándose de una relación reglamentaria o contractual de derecho publico, seria admisible un recurso jerárquico, aparte de la posibilidad de entablar una demanda en lo contenciosoadministrativo; en cambio si se trata de una relación contractual de derecho privado, el recurso jerárquico no es procedente, siendo admisible la acción judicial ordinaria

6- DE LA CREACIÓN, ORGANIZACIÓN, MODIFICACIÓN Y SUPRESIÓN DE LOS SERVICIOS PUBLICOS
La creación, organización, modificación y supresión de los servicios públicos están íntimamente relacionados con su creación. Dicha creación es una manifestación de voluntad del Estado que establece que una necesidad de interés general debe ser satisfecha por medio del servicio publico. A si mismo la supresión de un servicio es también una manifestación de voluntad del Estado que declara que una necesidad de interés general no se satisface por medio de un servicio publico.-

Los actos por los cuales se crean, organizan, modifican o suprimen un servicio publico son disposiciones de carácter general y obligatorio, en consecuencia, son leyes en sentido material
.-

6-1- Creación de un Servicio Publico
En general el órgano que crea el servicio publico es el legislativo, ello justifica que en algunas oportunidades el servicio se realice bajo la forma de un monopolio de hecho, prohibiendo a los particulares de su derecho a ejercer la actividad como establece la Constitución Nacional en su Art. 4
. A si mismo, para quien presta el servicio, se le suman ciertas prerrogativas del Estado que le permiten aplicar limitaciones al dominio de los particulares, o sea, expropiar, imponer servidumbre, etc.
. Esta facultad del poder legislativo se encuentra contemplado en la Constitución Nacional en el Art. 75.-

Al crear dicho servicio, la ley puede seguir dos procedimientos, por una parte permitir que subsista la iniciativa particular y por otra parte, reservar para el Estado la satisfacción de ciertas necesidades de interés general en forma exclusiva
.-

6-2- Organización de los Servicios Públicos
La organización de los servicios públicos consiste en la determinación de las reglas generales y particulares a las que tendrá que ajustarse. Las mismas, harán referencia a la determinación de los recursos que dispondrá, a la naturaleza, atribuciones y deberes de su personal, determinación del régimen de sujeción, etc.
.-

6-3- Modificación del Servicio Publico
La modificación consiste en modificar las normas de organización del servicio publico cuando el interés general así lo impone. Si dicha modificación afecta a un servicio publico creado por ley, la misma deberá hacerse por la mismas vía. En cambio si la organización del mismo fue hecha por la administración, a esta le corresponderá la modificación.-

6-4- Supresión de los Servicios Públicos
En necesario para llevar a cabo la supresión de un servicio publico un acto de la misma naturaleza de aquel que lo ha creado. Le corresponde al legislador decidir la supresión, excepto en aquellos servicios públicos que se encuentran consagrados en la Constitución Nacional, que no pueden suprimirse, salvo ante una reforma de la misma
. O bien la ley, de su creación, puede disponer que el órgano administrativo puede definir su funcionamiento, lo que faculta implícitamente a suprimirlo.-

7- DE LOS SISTEMAS DE PRESTACION DE LOS SERVICIOS PUBLICOS

Se puede decir que el servicio publico puede efectuarse por gestión directa de la administración o por gestión indirecta de la misma, o bien, algún tipo de gestión mixta. Como así también, los servicios públicos impropios que son prestados por los particulares bajo la reglamentación que impone el Estado.-

Ahora bien, la gestión directa por administración puede realizarse: I) por la administración centralizada, II) por empresas del Estado, III) por entidades autarquícas, IV) por sociedades del Estado. Por otro lado, en lo referente a las prestaciones indirectas por parte de la administración, las mismas pueden a través de: I) por medio de locación de servicios, II) por medio de concesiones, III) por medio de cooperativas
.-

Con respecto a lo mencionado en cuanto a los sistemas de prestación, nos detendremos a analizar el sistema de gestión indirecta, profundizando puntualmente en el sistema de concesión. Mientras que de los restantes sistemas mencionados podemos decir que la gestión directa de los servicios públicos se realiza por la administración centralizada, sea por entes jurídicos menores, entidades autarquícas, empresas del Estado o sociedades del Estado, en la mayoría de los casos el Estado organiza y presta el servicio.-

7-1- Nacionalización, Provincialización, Municipalización y/o Estatización de los servicios públicos.

En muchos casos el Estado organiza directamente el servicio y lo presta en cualquiera de sus categorías
, Nación, provincia, municipio, o sea, para el vocablo común, se hablaría de estatización, pero sin embrago, existe un diferencia crucial, ya que la misma implica el traslado de la prestación de un servicio al Estado. Si bien cada categoría alude a un aspecto territorial, el ultimo, estatización, alude al paso de un servicio a la orbita del Estado
.-

Ahora bien, estatizar o municipalizar no es sinónimo de nacionalización, ay que en el primer aspecto significa que el Estado general o municipal presta el servicio. En cambio, con respecto a la nacionalización, el Estado toma para si una actividad que ha venido siendo cumplida por los administrados, mientras que en la primera concepción es el propio estado quien lo crea
.-

7-2- Sistema de Arrendamiento o Locación
La administración le encarga a un particular la prestación de un servicio publico durante un cierto tiempo y mediante una remuneración establecida previamente, o sea, se trata de un contrato de locación de servicio, en el cual el empresario se hace cargo del servicio ya organizado
. En lo que respecta a los usuarios, estos no tienen relación jurídica con el empresario sino con la administración
.-

7-3- Sistema de Concesión
7-3-1- De su naturaleza jurídica
En este aspecto se han considerado diferentes tipos de teorías
. En nuestro caso abordaremos la teoría conocida bajo el rotulo de:”teoría del acto mixto”, la cual sostiene que la concesión de servicios públicos es un acto mixto, mitad reglamentario, mitad contractual, de aquí que se sostiene la doble naturaleza del acto de concesión.-

El elemento contractual se centra en el aspecto de que el concesionario es un particular interesado, quien no acepta encargarse de la prestación del servicio si sus intereses económicos – financieros no fueran salvaguardados y asegurados por un contrato. En cuanto ala aspecto reglamentario, la concesión es para el concesionario un acto – condición por el cual intenta funcionar el servicio según las normas, que la administración puede modificar unilateralmente, con la condición de indemnizar al concesionario, si estas rompen el equilibrio contractual.-

Las cláusulas reglamentarias admisibles son en cuanto a la organización y funcionamiento del servicio, o sea, condiciones de explotación, tarifas, situación del personal. En cuanto al otro aspecto, de carácter contractual, las cláusulas referentes a la duración de la concesión y a las ventajas financieras.-

7-3-2- Del Órgano Concedente
El órgano competente para otorgar, intervenir en cuanto a la prorroga y las modificaciones, es el órgano creador, o sea, el órgano legislativo
. Si en el caso de creado un servicio publico, el Estado decide otorgarlo en concesión es este mimos órgano quien debe llevar a cabo dicha tarea. Esto se sustenta en el hecho de que si se le otorgan exenciones en materia impositiva, facultad del legislador, por el hecho de implicar una modificación del principio de igualdad ente las cargas publicas. A si mismo debe intervenir el legislador en el supuesto de que a la concesión se le otorgue para explotarla bajo el sistema de monopolio, ya que afecta el principio de la libertad de industria
.-

7-3-3- Estructura y Forma del acto de concesión
La estructura del acto de concesión es compleja y contiene los siguientes elementos:

a) Pliego de condiciones
: establecido por la administración, fijando las reglas del funcionamiento del servicio y los derechos y las obligaciones de las partes.-

b) La convención o acto de concesión: establece el acuerdo de las partes, presentando una naturaleza mixta, en parte acto – condición (reglamentación) y en parte contrato.-

c) Medidas de ejecución: se fijan las modalidades de aplicación de la concesión.-

En cuanto a la forma, la misma es obligatoriamente de forma escrita, para la realización del acto.-

7-3-4- Obligaciones del concesionario
Del acto del concesión nacen diversas obligaciones para el concesionario a saber:

1- El concesionario esta obligado a prestar el servicio, siendo dicha prestación regular y continua
.-

2- Debe respetar la igualdad de los usuarios. Para esto debe proporcionar el servicio a todos los que reúnan las condiciones requeridas para la prestación y debe  aplicar las tarifas fijadas por la autoridad concedente.-

3- La administración tiene el poder de modificar el régimen del servicio a los efectos de adaptarlo a las nuevas exigencias del interés general, o sea, pude imponer obligaciones al concesionario no previstas en le pliego de condiciones. Empero, dichas modificaciones tienen limitaciones, no pudiendo afectar las ventajas financieras del concesionario nacidas del elemento contractual de la concesión. Si exceden ciertos limites y llevan a la creación de un nuevo servicio el concesionario puede pedir la rescisión. Si ellas dan lugar a una ruptura del equilibrio financiero, el concesionario tiene derecho a una indemnización
.-

4- En caso de muerte o falencia del concesionario, la concesión no se extingue, ya que el Estado busca preservar la continuidad del mismo, estando en condiciones los herederos para continuar con la prestación, excepto que el pliego de condiciones exija otra cosa. En caso de quiebra, se aplica la ley de concursos Nº 19551, la sostiene que: debe comunicarse la quiebra a la autoridad que ha otorgado la concesión; la continuación de la explotación se continua efectuando normalmente; cuando se disponga la imposibilidad de continuar con la explotación, el juez se lo comunicara a la autoridad pertinente.-

5- En caso de beberse pactado la cláusula de reversión, o sea, que al momento del vencimiento del termino de la concesión, las instalaciones y todas los bienes afectados a la explotación pasan a ser propiedad del concedente. Estos no pueden ser transferidos, por el concesionario, por venta, permuta u otro acto similar sin el permiso del concedente. A si mismo, estos bienes no pueden ser hipotecados ni constituirse sobre ellos derechos reales.-

6- Los concesionarios están sujetos a sanciones, aplicables en caso de inejecución del servicio
. Estas pueden partir desde una multa hasta la suspensión de los beneficios económicos, la imposición del pago de los daños y perjuicios causados, la ejecución directa del servicio, la caducidad, etc.
.-

7-3-5- Ejecución directa del Servicio

Esta forma, que es una de las sanciones plausibles en caso de que el concesionario no cumpla con sus obligaciones, supone la substitución del mismo. Si durante la vigencia de la concesión el servicio es desarrollado en forma anormal, la administración concedente puede tomar posesión de la empresa substituyéndose al concesionario para hacer funcionar el servicio
. Este derecho del concedente se sustenta en que los servicios públicos deben ser prestado por la administración, ya que es una atribución jurídica de ella. Esta debe asegurar la continuidad y regularidad de los mismos.- 

7-3-6- Derechos del concesionario
1- Derechos relacionados con la gestión del servicio, o sea, inherentes a la prestación del mismo: 

a) derecho sobre las dependencias del dominio publico que se encuentren en relacionados con la prestación del servicio, que seria un derecho de goce exclusivo, temporal y revocable.

b) Derecho relativo a la policía de la explotación. El concesionario puede disponer de poderes de policía delegados para hacer cumplir a los usuarios las reglamentaciones.

c) Derecho de expropiación, de imponer servidumbre y meras retribuciones.

d) Derecho a aplicar las tarifas aprobadas por la administración

2- Si el servicio se lleva a cabo en la forma prevista, el concesionario debe obtener una ganancia
. El resultado financiero derivado de la relación entre gasto y el producido por la explotación constituye lo que se denomina ecuación económica – financiera de la concesión y constituye un aspecto contractual. El concesionario tiene derecho al mantenimiento de esta ecuación, como contrapartida de las obligaciones que asume, se hayan previsto o no en el pliego de condiciones
.-

3- El concesionario tiene derecho a una remuneración por el servicio que presta. La administración le autoriza al cobro re una retribución por parte de los usuarios que utilizan el servicio. Esta forma parte de las cláusulas reglamentarias del acto. La misma debe ser aprobadas por la autoridad competente, de aquí que el concesionario no pueda modificar las tarifas, pero si la administración siempre preservando la ecuación económica – financiera.- 

4- En cuanto a los bienes del concesionario que emplea en la explotación del servicio, se puede decir que es el propietario de ellos. Dichos bienes son inembargables por terceros mientras estén afectados a la prestación del servicio.-

7-3-7- Obligaciones del concedente 

El concedente, o sea, la administración tiene la obligación de facilitar el cumplimiento de la prestación, debe delegarle al concesionario las facultades necesarias. Dicha delegación debe ser determinada, limitada al objeto y el fin de la concesión. La administración esta obligada a prestar una protección policial al concesionario, con el fin de asegurar el normal desempeño del servicio e impedir que terceros obstaculicen al mismo.- 

7-3-8- Derechos del Concedente
La administración detenta un poder originario para controlar el servicio publico concedido y hacer que se preste en las condiciones regladas. Por esto puede exigir al concesionario la prestación correcta, en las mejores condiciones posibles, del servicio. A si mismo puede fiscalizar los aspectos técnicos, comerciales y financieros de la explotación
.-

7-3-9- Plazo de la Concesión 

La concesión debe otorgarse por un plazo determinado, siendo este plazo fijo, o sea, la concesión dura lo que se haya convenido. Ahora bien, la concesión puede extinguirse antes de culminado dicho plazo, por rescate, facultad que tiene la administración para acortar el plazo fijado
.-

7-3-10- Personal del concesionario 

El personal adscripto al funcionamiento del servicio concedido no tiene carácter de funcionario publico. Su relación con el concesionario es de carácter privado y de naturaleza laboral. A si mismo, el concesionario tampoco se convierte en funcionario publico.-

7-3-11- Situación Jurídica del usuario

El usuario de este tipo de servicio se encuentra en una situación jurídica igual a la que se utiliza con respecto a un servicio publico prestado por la administración en forma directa.-

7-3-12- Extinción de la Concesión 

En nuestro país, como las concesiones tienen que ser a termino, según consta en la Constitución Nacional en el Art. 67 inc. 16, el modo normal de extinción es el vencimiento del plazo fijado. Sin embargo se puede extinguir la concesión por otras causales como: I) Caducidad; II) Rescate, III) Revocación, IV) Rescisión y V) Otras causales como quiebra o muerte del concesionario. A continuación, abordaremos individualmente cada causal:

I- Caducidad: si el concesionario no cumple con sus obligaciones. Esta medida implica una sanción por parte de la administración al concesionario porque este no cumplió las obligaciones contraídas de hacer funcionar el servicio de forma continua y regular. Esta sanción, debe declararse ante faltas muy graves del concesionario o de un desconocimiento de sus obligaciones en la organización técnica y financiera del servicio. La doctrina estipula que la caducidad debe estar precedida de una notificación o intimación al concesionario para que en un plazo razonable cese en el incumplimiento de sus obligaciones. En cuanto a quien declara la caducidad, si esta figura en la concesión el órgano competente es la administración, ahora, si esta no figura es positivo la intervención del órgano judicial para probar el hecho que da origen a dicha sanción.-

II- Rescate: es la revocación de una concesión de servicios públicos, efectuada por la administración por razones de conveniencia u oportunidad, o sea, cuando el interés publico así lo exija. Con esto aclaramos que no se trata de una sanción, sino de una medida adoptada por la administración, podemos definirla como una decisión unilateral por la que le concedente pone fin a la concesión de un servicio antes del plazo fijado sin que el concesionario haya cometido falta alguna. Para la realización del mismo existen algunas condiciones: que haya transcurrido un razonable periodo de tiempo desde el otorgamiento de la concesión; que se haya dado al concesionario el preaviso correspondiente; que si el concedente ha de quedarse con los bienes del concesionario para prestar el servicio, debe pagarle a este una indemnización que cubra el daño emergente y el lucro cesante
.-

III- Revocación: esta puede ocurrir por causa de ilegitimidad. El acto de concesión puede estar viciado, por ende, corresponde eliminarlo. En el supuesto de no haber generado derechos subjetivos a favor de los particulares, es la administración la encargada de eliminarlo. Ahora bien, si estos hubiesen generado derechos subjetivos a favor de los administrados corresponde acudir a la vía judicial para eliminar este acto jurídico, o sea, la administración no podría revocar una concesión que tuviera vicios de legitimidad, ya que han nacido derechos a favor de los particulares, del concesionario, por ende, debe acudir a sede judicial para solicitar dicha invalidación. En este caso, de revocación, no trae aparejado indemnización alguna, ya que el vicio de ilegitimidad presupone una violación a una norma legal
.-

IV- Rescisión: en algunos casos la administración y el concesionario pueden ponerse de acuerdo para rescindir la concesión. Para que se de la rescisión por mutuo acuerdo es necesario que intervengan los órganos administrativos concedentes. Este tipo se puede dar por razones de fuerza mayor que tornen imposible la ejecución del servicio.-

V- Otras causales como quiebra o muerte del concesionario: ambas cuestiones fueron analizadas en el punto 7-3-4 del presente trabajo. Enunciando que no es causa de perdida de la prestación del servicio ni la defunción del titular de la concesión y la quiebra del mismo, dado que se busca la continuidad del servicio. Sin bien, se esclarece puntualmente cuales son los posibles causa de inhabilitación y sus respectivos procedimientos.-   

8- DE UN CASO EN PARTICULAR:
SERVICIO DE AUTOS DE ALQUILER “TAXÍMETROS”

Una vez montado todo el andamiaje teórico, con sus diferentes enfoques, acerca de los servicios públicos, lo que nos brinda una acertada visión de los mismo como así también una notable fuente de validez para el caso en particular que desarrollaremos a continuación.-

En esta parte del trabajo abordaremos como lo expusimos en las líneas predecesoras un caso en particular, el cual se centra en el Servicio de Autos de Alquiler, o bien, como se los conoce habitualmente bajo el rotulo de “Servicio de Taxis”, enmarcados territorialmente dentro de la ciudad de Rosario.-

Dicho servicio se sustenta en la Ordenanza municipal Nº 2649 y el Decreto municipal Nº 1600 , la cual expresa en sus primeras líneas, en los vistos, que dado el desarrollo comunitario, producto de los cambios económicos es necesario una readecuación del servicio, sin objetar en párrafo alguno su naturaleza de servicio publico.-

Este tipo de servicios se enrola dentro de la categoría de servicios públicos impropios
 según la categorización expuesta por MARIENHOFF, los cuales son prestados por particulares bajo la reglamentación impuesta por el Estado. Los cual es sustentado por la norma mencionada en reiterados artículos. Los mismo, hacen hincapié de la forma de obtener la licencia de habilitación
, los requisitos para la misma
, etc. Ahora bien si adoptáramos la perspectiva desarrollada por DIEZ, estos no serian servicios públicos, ya que desconoce la distinción entre servicio de carácter propios e impropios, lo cual nos llevaría a la conclusión de la existencia de un vicio en la norma, por tanto acentuaría la ilegitimidad de la misma. Con respeto a este debate en la conclusión de este trabajo desarrollaremos una apreciación sobre este punto en particular.-

Ahora bien, tomando expresamente lo que dice la norma, que se trata de un servicio publico, nos es de nuestra incumbencia verificar si se cumplen los respectivos caracteres fundamentales de los mismo, o sea, continuidad, regularidad, uniformalidad, generalidad y obligatoriedad. Al respecto podemos decir, que el servicio en cuestión esta violando dicho preceptos por los hechos que trascurren a menudo sin la intervención de la administración
, facultad originaria de esta para imponer sanciones en estos casos
.-

Al respecto de la continuidad, se vine violada en reiteradas ocasiones, por ende la regularidad es afecta indiscutiblemente, ya sea por huelgas o paros patronales, ya sea por incumplimiento de horas de trabajo exigidas, etc., las cuales no son sofocadas a través del poder sancionatorio de la administración, ya que ante las diferentes amenazas, la misma cede sin por ello asegurar la continuidad y regularidad de la prestación del mismo o bien imponer las sanciones establecidazas en la norma que se extienden desde la multa hasta la caducidad de la licencia, esto dañando en ultima instancia el interés publico por el cual fue creado el servicio
.-

Con respecto a la uniformalidad o igualdad de trato en el mismo camino que los anteriores es violado constantemente, desde una clara discriminación así los usuarios por razones de índole personal, hasta un exclusión de sectores del territorio que comprende a la ciudad. A si mismo, en cuanto a la generalidad del servicio, se ve una clara proscripción a la utilización por parte de los particulares por mas que estos demostraran la voluntad de utilizarlos
.-

Por ultimo nos encontramos con lo referente a la obligatoriedad del mismo, lo que como hemos venido exponiendo, es imposible sostener que a la misma se le cumplimento, si bien en ocasiones es por inoperancia de la administración, ya que la misma si bien puede y debe sancionar, también es una de sus obligaciones asegurar el normal desempeño del servicio, lo cual no lo asegura antes las gravísimas situaciones de inseguridad que se viven en estos tiempos.-

Analizado la situación de incumplimiento de los caracteres esenciales para el funcionamiento de los servicios públicos pasaremos a analizar lo referente  al parte económica de los mismo. En este caso nos encontramos con un notable desfasaje en lo que respecta a tarifas
, ya que se sigue una política de incremento sostenidos de las misma por parte de administración municipal, siendo que la administración central brega por el sostenimiento de los precios. 
Lo cual trasluce que en vez de buscar la satisfacción de una necesidad general, como ser el traslado de las personas en forma eficiente y eficaz, se acentúa en la generación de lucro y/o sostenimiento de la ecuación económica – financiera, en donde los hechos demuestran que no existe tal variación de costos, agravado por el hecho de no existir una política de incremento salarial lo que brindaría algún tipo de sustento a dicha política. –

Ante esto el usuario se encuentra prisionero de un servicio que de cubrir una necesidad se ha tornado en un elemento de lujo, bajo la complicidad de las administraciones de turno.-

Conclusión: 

La respecto de este tema, con lo expuesto anteriormente, podemos concluir que el servicio como tal, se ha desvirtuado en una fuente de lucro permanente en detrimento de sanear un necesidad e interés general por el cual fue creado.-

Por estas razones, retomando la discusión si existen o no los servicios públicos de carácter impropio, podemos sostener que los mismo no deberían ser considerados, ya que como lo expreso Diez, los mismo posibilitan a que la administración torne una actividad privada en servicio publico imponiendo sus reglas, lo cual en los hechos se ven perturbada por el motivo de su misma naturaleza, o sea, como o se trata de una actividad del sector privado, sus poseedores buscan incesantemente  la generación de lucro, en detrimento de toda posibilidad  por parte de la administración para tornarlos una especie de servicio publico. O bien, la administración debería tomar una postura de un Estado rígido en donde el solo hecho de incumplimiento de algunos de los precepto llevara a la sanción directamente.-

Ahora bien, si estamos ante una realidad que dicho servicio, como ha sucedido con muchos otras actividades, que con el tiempo se han tornado necesidades esenciales para el buen desenvolvimiento de la comunidad. Deberíamos estar ante la posibilidad de tornarlo un servicio publico y/o bien un servicio publico de carácter propio. Lo cual nos facilitaría tanto su prestación como así también su control. O bien, dejarlo libre a la actividad privada para que el mismo mercado impusiera sus reglas sin inmiscuir al estado en dicha actividad mientras se mantuviesen dentro de la legalidad.-

A modo de culminación, estamos en condiciones de afirmar, que es posible la creación de un servicio publico de autos de alquiler por parte del estado. Que en este sentido se podría optar por un régimen de concesión del mismo, como ha sucedido con el trasporte de pasajeros que se encuadra dentro de la misma actividad: el trasporte. Que habiendo ya la experiencia con este tipo de trasporte no seria equivocado volcar la actividad hacia la administración ya que ella posee toso los elementos necesarios para el buen desempeño de esta tarea.-
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� Si bien existen otras dos corrientes nos aclara Manuel Diez, a saber: a) la que considera como servicio publico toda la actividad del Estado cuyo cumplimiento debe ser asegurado, reglado y controlado por los gobernantes; b) la que considera como servicio publico toda la actividad de la administración publica. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. I, Pag. 9)  


� Garrido Falla (tratado de derecho administrativo, op. cit t.2 Pág. 307), hace una distinción entre la administración jurídica o policía y la administración local. Agrega que desde la mitad del siglo XIX hasta nuestros días se ha incrementado la administración social y que pueden distinguiese en este sentido tres etapas: a) la administración como prestadora de servicios asistenciales: beneficencia, sanidad y educación; b) la administración como titular de servicios de carácter económico. En este supuesto el Estado se hace cargo de la explotación de estos servicios y para sortear la dificultad teórica, que durante la vigencia del Estado liberal había de representar todo intento de atribución de este servicio a la administración; c) la administración como gestora de empresas económicas. Se trata del supuesto en que la actuación económica empresarial es asignada a la administración, que actúa movida por razones de interés publico. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. I, Pág. 10 )    


� Guaresti, J.J. (Los servicios públicos, en la Ley, t. 76, Pág. 808) manifiesta que la característica fundamental del servicio publico es que  esta destinado a satisfacer necesidades experimentadas de manera uniforme por los individuos. La satisfacción de necesidades de experimentación uniforme requiere un vinculo directo entre el operante y quien las demanda. Por ello el Estado habrá de establecer las condiciones en que se prestara el servicio y creara un régimen de policía para vigilar su cumplimiento. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. I, Pág. 11 )    


� Guaresti (op. Cit., en La Ley, t. 76, Pág. 812) enseña que las características de los servicios públicos son las siguientes: 1) Satisfacen una necesidad sentida de manera uniforme por los individuos. 2) Constituyen una exclusividad y no un monopolio, porque quien lo presta no pude restringir la oferta ni aumentar voluntariamente el precio. 3) El Estado establece las condiciones y modalidades de su prestación: precio, características, alcance y frecuencia del servicio, etc. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. I, Pág. 16 )  


� La apreciación del interés general es discrecional y queda en manos del poder publico. Es el legislador quien va a decir en cada supuesto cuando el interés general hay que satisfacerlo por el procedimiento del servicio publico. De allí, entonces, que no haya un criterio uniforme para determinar lo que son servicios públicos; ello dependerá de las necesidades que en cada época se presente. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. I, Pág. 19)  


     


� Gordillo (Estudios de derecho administrativo. Bs. As. 1963, Págs. 46 y sig.)  sostiene que el interés publico debía concebirse tan solo como una conveniencia material y económica, pero es que con el interés publico se trata de asegurar no solamente los valores seguridad y conveniencia sino también y primordialmente el valor justicia. Por ello el interés publico conveniencia es contrario al interés publico justicia y por lo tanto un falso interés publico. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. I, Pág. 18 )  


� El principio de continuidad absoluta de la prestación de un servicio publico, importa una acabada protección frente a terceros, mas no otorga al titular un rango supralegal, irrito de otros también prevalecientes principios constitucionales. (Cámara Federal de Apelaciones de Bahía Blanca. 24/04/1992. ENTEL c / Cooperativa de Electricidad de Victoria Ltda. DJ, 1993 – 1 – 1043 – ED, 152 – 163) 


� Al respecto Marienhoff nos aclara: Los servicios de carácter permanente o constante requieren una continuidad absoluta: es lo que ocurre, por ejemplo, con la provisión de agua a la población, con el servicio de energía eléctrica, con el suministro de pan, con el servicio de farmacia, etc. En cambio, en los servicios de carácter intermitentes la continuidad es relativa: así ocurre verbigracia, con el servicio de bomberos para la extinción de incendios.; lo mismo cabe decir del servicio de instrucción primaria, que no se presta todo el año, sino solo durante una parte del mismo; etc. (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 65)


� Roberto Dromi, en lo referente a la continuidad expone: No obstante los dos tipos de continuidad (absoluta y relativa), al principio hay que mantenerlo inalterado, pues dada la necesidad colectiva del servicio, este debe mantener una permanencia. (Roberto Dromi, Derecho Administrativo, Ed. Ciudad Argentina, 2001, Pág. 703) 


� Marienhoff continua diciéndonos: la continuidad integra el sistema jurídico o status del servicio publico, todo aquello que atente contra dicho sistema jurídico, o contra dicho status ha de tenerse por ajurídico o contrario a derecho, sin que para esto se requiera una norma que expresamente lo establezca. (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 67)


� La CSJN declaro como principio general, que el derecho a huelga a que se refiere el Art. 14 bis de la Constitución Nacional, no tiene carácter absoluto y puede ser objeto de reglamentación. CSJN, Fallos, tomo 258, paginas 267 y 269. (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 68)


� El Poder Ejecutivo de la Nación, mediante decreto Nº 8946 962, considero ilegales las huelgas o los paros patronales cuando afectasen a los servicios públicos esenciales que hay se enumeran . (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 69)


� González Calderón: derecho Constitucional Argentino. (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 68)


� Esta facultad de modificar la organización del servicio, a los fines del buen funcionamiento del mismo, es un derecho y al mismo tiempo una obligación de quienes dirigen el servicio. . (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. I, Pág. 22 )    


� Villegas Basavilbaso ejemplifica de la siguiente manera esta cuestión: la diferencia entre regularidad y continuidad, dice dicho autor, lo constituye el llamado trabajo a reglamento, medio empleado por los agentes del servicio para obtener mejoras sociales. En estos casos, la aplicación rigurosa del reglamento del servicio tiene como consecuencia inmediata el funcionamiento irregular, aunque continuo, del servicio publico. (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 76)


� Esta regla impera incluso en los servicios públicos industriales o comerciales, servicios de índole económica, donde todos los que se encuentren en la misma situación pueden exigir la mismas ventajas. . (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 77) 


� A partir de la reforma de la Constitución Nacional producida en le año 1994, a loa tradicionales caracteres de los servicios públicos, cuales son la regularidad, uniformalidad, y continuidad, debe sumarse el de la generalidad, que significa que el servicio puede ser exigido y utilizado por todos los habitantes, quienes no solo se encuentran amparados por la garantía de igualdad ante la ley (Art.16) sino también por la posibilidad de exigir condiciones de trato equitativo (Art. 42). (Cámara Nacional de Apelaciones en lo comercial, sala C. 27/04/1999. Industrias Siderurgicas S.A.. La Ley, 1999-E, 439 – DJ, 2000 – 1 – 45, 1999 – B, 2799, reseña) 


� Marienhoff puntualiza la cuestión aseverando que, no se refiere a la obligación del usuario de utilizar el servicio, pues hay servicios públicos cuya utilización es obligatoria; así ocurre con la instrucción primaria, con los servicios cloacales y de agua corriente dentro de los ejidos, etc. (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 79)


� Como ejemplo se puede tomar al servicio publico de la defensa nacional


� No obstante Marienhoff nos aclara que el servicio publico, aunque no sea retributivo en forma concreta y especifica por los usuarios, nunca es gratuito, pues aún entonces el servicio es costeado por la comunidad a través del impuesto cuyo monto, sin embrago, nunca guarda proporción con el servicio recibido. (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 128) 


� Podemos mencionar a los servicios que presta la Administración General de Obras Sanitarias de la Nación, los servicios municipales de alumbrado, barrido y limpieza, etc. . (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 134)


� A modo de ejemplo mencionamos a los servicios de ferrocarriles, teléfonos, gas, energía eléctrica, etc. . (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 134)


� Marienhoff profundiza en la cuestión aclarando que: en los servicios públicos uti singuli cuya utilización es facultativa para el usuario, el vinculo que liga a las partes es contractual, derivando de ahí la idea de precio. En cambio, en los servicios públicos cuya utilización es obligatoria para los usuarios, el vinculo que une a estos con la entidad que presta el servicio es reglamentario, simplemente, lo que entonces excluya la idea de precio, imponiéndose la idea de tasa. . (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 134)


� Si bien la valoración de lo razonable, justo y equitativo, es casi siempre de estimación subjetiva, el precio o tasa fijado en una tarifa debe ser compensatorio (justicia conmutativa), en el sentido de que las respectivas prestaciones (la del que presta y la del que recibe servicio) deben conmutarse o compensarse. . (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 143)   


� Desde luego, lo expuesto no significa que la tasa o el precio del servicio deben equivaler matemáticamente a la prestación recibida por el usuario, pues tal exigencia seria insensata; solo significa: 1º que la tarifa ha de aplicarse a prestaciones efectivamente recibidas por el usuario, aunque el monto de lo que este abone por ello no equivalga matemáticamente a la prestación que recibe, bastando que entre el precio o tasa y la prestación recibida exista una discreta equivalencia; 2º que la proporcionalidad en materia de tarifas también debe existir en la determinación del modulo en cuyo merito se cobrara la tasa o el precio. (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 146)  


� Cuarta conferencia Nacional de Abogados, reunida en Tucumán en el año 1936, “Régimen de concesiones de servicios públicos”. Capitulo IX, en “Jurisprudencia Argentina”, tomo 61, pagina 307, sección doctrinaria. La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha establecido: “ninguna tarifa tiene validez legal sin una ley o decreto que la autorice, pero una vez establecida ella es obligatoria para el publico y para el concesionario”. Fallos, tomo 184, Pág. 313, in re “Ventafridda c/ Cia. Unión Telefónica. (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 148)     


� Toda concesión para el ejercicio de un servicio publico lleva implícita la condición de que sus precios o tarifas se hallen sometidos al contralor de la autoridad administrativa. Corte Suprema de Justicia de la Nación, Fallos , tomo 184, Pág. 314 (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 148)


� El interés publico en juego justifica y explica la intervención estatal en la fijación de las tarifas. Como el servicio publico satisface necesidades o intereses generales, si se dejare que quienes prestan los servicios actúen con entera libertad en la fijación de tasas o precios, correriase el riesgo de que esos entes o personas expolien a los habitantes del país mediante tasas o precios exagerados. La intervención del Estado tiende a impedir eso. (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 149)


� Los servicios públicos impropios, o sea los obligatoriamente prestados por los particulares (verbigracia: servicio de automóviles de alquiler, taxímetros, servicio de farmacias; panaderías, lecherías y carnicerías que expenden el producto al publico al por menor, etc; etc.) en general constituyen actividades que el Estado no ha tomado a su cargo: consisten en que las realicen los administrados, si bien de acuerdo a la reglamentación que de dicte. (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 180)


� Entendemos que no corresponde aceptar el criterio de servicio publico virtual o impropio, por cuanto, de hacerlo, la administración podría, en cualquier momento, erigir en servicio publico cualquier actividad privada e imponerle la reglamentación que considerase apropiada, en perjuicio de los derechos del administrado. . (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. I, Pág. 14 )  


� El servicio también poder ser prestado por particulares como, por ejemplo, los concesionarios, siendo de señalar que en estos supuestos, que seria el caso de prestación indirecta , el servicio no pierde su carácter de servicio publico o, dicho sea en otras palabras, que la prestación hecha por particulares no transforma el servicio de publico en privado. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. I, Pág. 23 )  





� Algunos tratadistas le llaman “usuario efectivo” para distinguirle del simple “candidato a la utilización del servicio.”  (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 158) 


� EL administrado, por ejemplo, no podría obtener una orden judicial para que la Administración Publica haga funcionar el servicio: obstaría a ello el principio de separación de los poderes. (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 159)


� Los caracteres de generalidad y de obligatoriedad, inherentes al servicio publico, confirman que la facultad del administrado para utilizar los servicios públicos es un derecho del mismo. (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 163)


 


� En el concepto de servicio publico uti singuli, de utilización obligatoria, deben incluirse también aquellos servicios que, si bien su utilización no esta impuesta obligatoriamente por el Estado, dicha utilización resulta igualmente obligatoria para el administrado como consecuencia de una situación de hecho que lo constriñe a ello; vgr.. servicio publico de asistencia hospitalaria, que resulta de utilización forzosa o indispensable para las personas que se enferman y carecen de recursos para costearse asistencia medica particular o privada. La obligatoriedad surge aquí como una consecuencia de  un estado de necesidad. (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 167)    


� La aclaración de todo lo atinente a la situación jurídica del usuario respecto a un servicio publico tiene importancia fundamental, pues según que la relación sea reglamentaria o contractual y, en este ultimo caso, de derecho publico o de derecho privado, así serán los medios y las vías de impugnación correspondientes a actos o hechos vinculados a esos servicios. (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 169)    


� En un estado de Derecho los habitantes del país deben contar con los medios jurídicos idóneos para exigir, de quién tenga a su cargo la prestación de un servicio publico, el cumplimiento efectivo, satisfactorio y de acuerdo a las normas respectivas, de las pertinentes prestaciones. Ellos podrá lograse, según los casos, a través de recursos administrativos, de acciones contenciosoadministrativas o de acciones y recursos judiciales. (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 170)  


� De allí, entonces que las únicas autoridades competentes para crear, organizar, modificar o suprimir un servicio publico son aquellas que tienen poder de formular normas de derecho, es decir poder normativo. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. I, Pág. 27 )   


�Articulo 4º: El Gobierno federal provee a los gastos de la Nación con los fondos del Tesoro Nacional, formado del producto de derechos de importación y exportación; del de la venta o locación de tierras de propiedad nacional, de la renta de Correos, de las demás contribuciones que equitativa y proporcionalmente a la población imponga el Congreso General, y de los empréstitos y operaciones de crédito que decrete el mismo Congreso para urgencias de la Nación, o para empresas de utilidad nacional. (Constitución Nacional de la Nación Argentina. Primera Parte. Capitulo Primero. Declaraciones, Derechos y Granitas)


� La limitación a las libertades individuales, a la propiedad privada, a la libertad de comercio e industria que implica la creación de un servicio publico, hace necesario que el acto de decidir que esa necesidad de interés general deba ser satisfecha por medio de un servicio publico, sea de competencia del poder legislativo y no del Ejecutivo (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. I, Pág. 28 ) 


� Quiere decir que, entre nosotros, las legislaturas provinciales deberán proceder a la creación y organización de la educaron primaria impuesta por la constitución. Como en nuestro país el régimen municipal es, en general, autárquico, los gobiernos provinciales han delegado en los municipios la creación de ciertos servicios públicos, entre otros el de trasporte, por lo que compete al órgano legislativo, Concejo Deliberante, la creación y la organización de los mismos, de acuerdo con las leyes orgánicas. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. I, Pág. 30 ) 


� Como es lógico suponer, toda norma de organización de un servicio publico que implica un gasto deberá emanar de la autoridad que tiene poder presupuestario o, de lo contrario, obtener aprobación expresa o bajo la forma de otorgamiento de los créditos necesarios para la aplicación de la norma. Por lo demás, toda disposición que signifique, en la organización de servicios, una limitación a la libertad individual, a la propiedad privada o a la libertad de comercio o industria, debe ser establecida por ley. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. I, Pág. 29 )  


� Con respecto a los servicios públicos municipales, su supresión corresponde a los concejos deliberativos, según lo establecen las respectivas leyes orgánicas municipales o las constituciones provinciales para las entidades autarquícas o las autónomas, respectivamente. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. I, Pág. 31 ) 


� En cuanto a la gestión mixta entendemos que debe considerarse el supuesto de lo realizado por las sociedades de economía mixta. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. I, Pág. 32 )  


� Ante la dificultad de controlar tales monopolios o privilegios y al amparo de nuevas teorías económicas, en las décadas del ´30 al ´90 del siglo XX el contrato de concesión de servicios públicos dejó de ser el contrato administrativo por antonomasia que era a fines del siglo XIX y comienzos del siglo XX y pasó en apariencia al desván de los recuerdos. Los Estados decidieron tomar a su cargo la prestación, nacionalizando o estatizando los servicios prestados por particulares y creando al efecto diversas formas de empresas públicas: es la época del florecimiento de múltiples tipos de formas jurídicas por las cuales el Estado realizaba estas actividades (Gordillo, Agustín. Tratado de Derecho Administrativo. T 1, parte general. Cáp. XI, Pág. 7)


� De acuerdo con lo que antecede y en un sentido amplio, se puede decir que en la nacionalización, provincializacion y municipalización se alude a la asunción, respectivamente, por cada uno de estos entes territoriales , de la competencia para desplegar una actividad anteriormente dejada a la iniciativa de los particulares. Conforme con lo dicho, la nacionalización, provincializacion o municipalización comporta la trasferencia a la propiedad publica, para ser directamente explotadas, de empresas y propiedades que previamente se encontraban en manos de particulares, que ya las explotaban como servicio publico y bajo el régimen de concesiones. Así entre nosotros, por ejemplo, los ferrocarriles. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. I, Pág. 32 )


�En cuanto al régimen jurídico aplicable, dependerá del ente que explote los servicios nacionalizados. Si fuera una empresa del Estado o una sociedad de economía mixta el régimen seria parte de derecho publico y en parte de derecho privado. Si la explotación estuviera a cargo de la administración central o de una entidad autarquica, el régimen seria de derecho publico. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. I, Pág. 33 )  


� La calificación de dicha locación, es decir si es de servicio o de obra, como así su carácter de contrato civil o administrativo, dependerá de las características de cada contrato y de sus modalidades, lo cual constituye una cuestión de hecho a determinar en cada caso. El sistema de locación en la prestación de servicios públicos suele utilizarse por las comunas, por ejemplo, para el servicio de extracción de residuos. (Marienhoff, Miguel. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo III. Pág. 179)


� Los usuarios del servicio arrendado no tienen relación jurídica con el empresario sino con la administración a quien deben pagar el precio del servicio. En el arrendamiento no existe ninguna delegación del poder publico, ya que el empresario no esta autorizado para el cobro de las tarifas ni el ejercicio de ciertas prerrogativas que corresponden a la administración. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. I, Pág. 34 )    


� Manuel Diez hace referencia a las teorías conocidas como: La teoría del contrato de derecho privado; la teoría del acto unilateral del poder publico; Contrato de derecho publico. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. III, Pág. 46 y siguientes )   


� Sólo el Congreso puede dar concesiones de monopolio o privilegio. Tal como dice MARIENHOFF su otorgamiento “es, siempre, de competencia legislativa;” “Dado el concepto de privilegio, va de suyo que todo lo atinente a su existencia y extensión es de interpretación restrictiva. No hay «privilegios» implícitos.”Este principio se halla indirectamente violado cuando la ley autoriza al P. E. nacional a hacer todo el proceso de otorgamiento, fijar bases y condiciones, etc. A partir del Art. 76 de la Constitución de 1994 se trata de una atribución legislativa que no puede ya delegarse al P. E. por no tratarse de cuestiones internas de administración. A mayor abundamiento, cuando el P. E. o sus órganos dependientes interpretan o modifican cláusulas del pliego o del contrato en favor del concesionario o licenciatario están excediendo el marco constitucional de competencia. Si lo hacen sin previa audiencia pública la inconstitucionalidad es mayor. (Gordillo, Agustín. Tratado de Derecho Administrativo. T 1, parte general. Cáp. XI, Pág. 20)


� En cuanto a los supuestos en que una provincia o una comuna estén intervenidas, se presenta el problema de la competencia de los interventores para otorgar una concesión que normalmente debe ser otorgada por la legislatura. Como ya hemos visto oportunamente, el interventor tiene solamente funciones de índole administrativa que, no obstante ser de competencia de la autoridad local, no podrán suspenderse, tales como las relativas a la recaudación de las contribuciones fiscales y la prestación de los servicios públicos que están en funcionamiento. El interventor debe asegurar  la continuidad de los servicios públicos. Su competencia se limita a lo funcional. En tal merito, no puede otorgar concesiones de servicios públicos con privilegios ni modificar sustancialmente las existentes. Debe tan solo adoptar providencias de urgencia que no invadan la esfera de la autoridad legitima. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. III, Pág. 49 )  


� Agustín Gordillo al respecto no indica que: Suele ser afirmación corriente que la licitación pública no es un requisito de validez del contrato administrativo a menos que la ley lo exija,10 lo cual es una petición de principio pues casi todas las normas legales lo hacen y en cualquier caso la propia administración es remisa a contratar sin el techo protector de una licitación.11 Sin embargo, no debemos pecar de ingenuidad y creer que ello cumple el requisito supranacional de publicidad que exige el Art. III de la Convención Interamericana contra la Corrupción: esa publicidad requiere no solamente la publicación 1°) del llamado, sino también 2°) de la adjudicación y su monto y 3°) del precio final que resulta de la ejecución total del contrato con sus modificaciones. Todo ello debe publicarse en el Boletín Oficial de la Nación y en la Internet: hay que utilizarla no para propaganda sino para difusión genuina de información útil. De allí no se sigue tampoco la consecuencia que frecuentemente la administración extrae que puede poner en el pliego absolutamente cualquier privilegio, aun el más arbitrario, sin que ello importe violación al orden jurídico. Esa opinión resulta insostenible, pues es obvio que los pliegos deben ser conformes a la legislación12 y a fortiori a la Constitución; en la práctica, sin embargo, no se encontrarán casos de anulación de normas de pliegos de bases de licitaciones públicas. También deben ser  conformes a los principios jurídicos de equidad y eficiencia que exige el mentado Art. III de la Convención Interamericana contra la Corrupción. (Gordillo, Agustín. Tratado de Derecho Administrativo. T 1, parte general. Cáp. XI, pag. 3)


� La obligación de asegurar la continuidad se extiende al agente del servicio. La relación del concesionario con su personal tiene naturaleza privada. El concesionario esta enligado a indemnizar los daños y perjuicios que el servicio pueda cuasar a terceros y a tal efecto deberá constituir un fondo afectado a las indemnizaciones.  (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. III, Pág. 50)


� La administración tiene derecho a controlar la ejecución del servicio que realiza el concesionario. Este control tiene su fundamento en los poderes que al administración posee con referencia a los servicio públicos. El control tiene que ser muy estricto, de carácter técnico, comercial y financiero y la administración lo ejerce sobre la gestión del concesionario. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. III, Pág. 50)


� La administración pública tiene generalmente reconocida, tradicionalmente, la facultad de imponer sanciones al contratista por incumplimiento, aunque ellas no estén expresamente previstas en la ley o en el contrato.32 Pero con el progresivo avance de las técnicas contractuales, que producen documentos muy minuciosos acerca de las potestades sancionatorias de la administración, avanza la idea de que ello importa una restricción de aquella potestad a sólo lo expreso o razonablemente implícito en el texto del contrato o, desde luego, en la ley. (Gordillo, Agustín. Tratado de Derecho Administrativo. T 1, parte general. Cáp. XI, Pág. 25) 


� Si en el acto de concesión existen sanciones y los hechos que puedan motivarlas, la administración concedente debe, en principio, proceder como lo establezcan las normas respectivas. Pero la enumeración de sanciones y faltas punibles no pueden considerarse limitativa de las potestades de la administración concedente y la doctrina entienden que las cláusulas que así lo establecieren serian nulas. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. III, Pág. 52)  


� Es una potestad de la administración que no requiere texto expreso, pero debe usarse con mucha prudencia, aplicándose en situaciones de indiscutible gravedad y siempre que no existieran otras medidas eficaces. El derecho del concedente se funda en las siguientes circunstancias: El servicio publico debe prestarlo la administración, ya que es una atribución jurídica de ella; la administración debe asegurar la regularidad y la continuidad de los servicios públicos. La administración publica puede proceder a la ejecución directa, siendo indiferente que la supresión del servicio o su prestación parcial o irregular sea o no imputable al concesionario, es decir sea debida a la culpa del mismo o provenga de una causa no imputable a este. Ello importa, sin embargo, en lo que respecta a la responsabilidad administrativa y a la caducidad. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. III, Pág. 53)





� Cuando en libre competencia un empresario tiene grandes ganancias, queda simplemente sometido al régimen impositivo pertinente. Cuando obtiene grandes ganancias merced al abuso de un poder monopólico o de exclusividad concedido o licenciado por el Estado, debe devolverlas a los usuarios en lo que excede una ganancia razonable de acuerdo a las circunstancias del caso (p. ej., el riesgo que la inversión tenía; si la ganancia es producto de sobrefacturación o de legítima evolución de los negocios, etc.). Es el principio que surge de la ley de defensa del consumidor, ley de orden público que contempla la recomposición del contrato por el juez para ajustarlo a derecho. La vía procesal prevista por esta ley es el proceso de conocimiento más abreviado de cada jurisdicción, lo cual puede implicar el juicio sumarísimo o el sumario. (Gordillo, Agustín. Tratado de Derecho Administrativo. T 1, parte general. Cáp. XI, Pág. 22)


� Pero si ello ocurre por actos de los poderes públicos o por hechos imprevistos, el concesionario tiene derecho a reclamar que se mantenga el equilibrio financiero. La ecuación financiera de la concesión juega un papel muy importante y esta constituida por dos elementos básicos: el precio que han de pagar los usuarios y los gastos de explotación del servicio. Deben considerarse también las alteraciones que pueden sufrir uno y otro en el trascurso del tiempo y las soluciones que pueden encontrase para resolver las dificultades que se promuevan. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. III, Pág. 54)





� El contralor permitirá la utilización de medios muy variados, como son autorizaciones, aprobaciones, inspecciones, investigaciones, exhibición de libros, etc. cualquiera que sea la modalidad del contralor, su finalidad es solamente la fiscalización, sin que pueda llegar a alterarse la naturaleza de la concesión. Dentro de este poder de controlar y fiscalizar que tiene la administración, puede modificar en cualquier tiempo el funcionamiento del servicio, aplicar penalidades correctivas y aun declarara la caducidad de la concesión. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. III, Pág. 57)


� El plazo de la concesión comienza a correr en la fecha que se hubiera estipulado en el mismo acto de concesión. Si nada se hubiera establecido se computa a partir del momento en que la concesión que perfecta o del cumplimento de las formalidades exigidas por la concesión, si ellas condicionan la iniciación del servicio. Establecido el plazo, la concesión puede extinguirse, antes de que este haya vencido, por el rescate, facultad que tiene la administración para acordar el plazo estipulado. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. III, Pág. 57)





� El fundamento del derecho del concesionario a ser indemnizado deriva de que el derecho emergente de una concesión de servicios públicos constituye, como ya dijimos, una propiedad para el concesionario en el sentido constitucional del termino. La indemnización se impone, entonces, como garantía de la inviolabilidad de la propiedad. En cuanto a la extensión que debe fijarse a la indemnización que corresponde la concesionario, hay que establecer que debe ser integral y comprender, en consecuencia, tanto el daño emergente como el lucro cesante. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. III, Pág. 61)


� En el supuesto de revocación por razones de ilegitimidad, el Estado no tiene derecho a obtener indemnización del concesionario porque no podría invocar en su apoyo el desconocimiento de la ley que en el caso se habría producido. Por tal motivo carecería de titulo para exigir indemnización alguna. (Diez, Manuel. Manual de Derecho Administrativo. Cáp. III, Pág. 62)





� El servicio de taxis es un servicio publico que la doctrina califica como impropio. En su status jurídico concurre una relación jurídica completa, ya que al lado de una situación reglamentaria, que regula la organización y funcionamiento del servicio, se une una relación contractual, que regula las condiciones económicas de la explotación o ecuación económica – financiera. (Tribunal Superior de Justicia de la Provincia de La Rioja. Del Moral, Pastor M. Y otros. La Ley, 1985 – D, 570)  


� La calidad de taxi con respecto a un vehículo, se acredita mediante el informe correspondiente al respecto emanado por la Municipalidad, de acuerdo a las constancias de registros. Ello, toda vez que si bien el vehículo pueda revestir las características exteriores u objetivas de taxímetro, con pintura y reloj, no por ello adquiere la legitimidad de la condición de taxi. (Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil. Sala A. Ballester, luis A. C/Latela, Odmisngo y otra. La Ley. – JA 1995 – II – 221) 


� Ordenanza municipal Nº 2649. Cáp. II: de las licencias.


� La Organización y funcionamiento del servicio de taxis es una materia no convencional y que en forma indelegable ejerce el poder administrador, lo preste en forma directa o lo preste a través de terceros, circunstancias en la que lo que trasfiere es solamente la ejecución del servicio, peor no las facultades para su organización y funcionamiento, que siempre retienen la administración. (Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Junín. Vidal, Ricardo c/Aguilar, Irma D. La Ley – DJ, 1988 – 2- 1168) 


� Ordenanza municipal Nº 2649. Cáp. X: de las penalidades / Decreto Nº 1600: Art. 24


� Esto se refleja claramente en los hechos acaecidos ininterrumpidamente, como bien lo refleja las notas de la prensa escrita que exponemos a continuación:  Los taxistas de Rosario se movilizan este mediodía hacia la sede de la Gobernación, en la ex Jefatura, para intentar reunirse con el Ministro de Gobierno, Carlos Carranza, al tiempo que ratificaron un paro de actividades desde las 12 de hoy, en protesta por el asesinato de un chofer esta madrugada en el barrio Ludueña, en el oeste de Rosario. Según informaron fuentes gremiales, todos los servicios de taxis coincidieron en apagar sus frecuencias de comunicación y parar el trabajo hasta que no reciban una respuesta de las autoridades.(Diario La Capital. 15/09/2003)


La gente que regresaba a sus casas después de hacer compras navideñas no podía conseguir vehículos libres �A 48 horas de la Nochebuena conseguir un taxi en el centro de la ciudad se tornó tarea imposible. Anoche,  alrededor de las 21, decenas de personas que terminaban de hacer compras navideñas debieron esperar largo rato para que apareciera un vehículo libre. Grupos de diez o quince pasajeros, todos con paquetes en sus manos, trataban de regresar a sus hogares pero los taxis disponibles no fueron suficientes. Cuando la gente se cansó de esperar comenzó a caminar en procura de conseguir un taxi en otra parada, pero tampoco fue sencillo. Muchos decidieron optar por tomar colectivos o caminar si su destino no se encontraba demasiado lejos. Algunos de los infortunados se preguntaban qué ocurriría durante las fiestas si ayer a la noche ya era imposible tomar un taxi. La Municipalidad anunció que implementará un operativo especial de control para asegurar que este servicio público se preste con normalidad en Navidad y Año Nuevo. Sin embargo, los propios dueños y chóferes de los vehículos de alquiler dudan de la eficacia de la medida.  (Diario La Capital. 23/12/2003)


La tapa de La Capital de ayer dejaba constancia de una realidad preocupante que hace tiempo padecen los habitantes de Rosario: la notoria ausencia de vehículos de alquiler en las calles de la ciudad en horario nocturno. La deficiencia se ha agudizado en los últimos días y en una jornada como la de hoy puede generar importantes problemas. La gran incógnita al respecto es si el operativo de control que prometió implementar la Municipalidad esta Nochebuena obtendrá los resultados esperados. Ciertamente que las dificultades no son nuevas. Cualquier rosarino que no tenga automóvil e intente salir durante la noche y la madrugada se encontrará frente al dilema: sencillamente, muchas veces no hay taxis, ni siquiera en el centro. En la medida en que avanza la hora, la dificultad se transforma en virtual imposibilidad de conseguir un móvil. Las razones de la falta resultan tan obvias como complejas de erradicar: la inseguridad reinante y el consecuente miedo. El temor que los taxistas tienen a salir durante la noche posee sólido basamento en los hechos de la crónica policial diaria. Es que ellos constituyen las víctimas predilectas de delincuentes que por unos pocos pesos no dudan en golpear, herir o hasta asesinar. Y hasta ahora no ha habido respuestas eficaces ante el drama instalado. La prometida mayor presencia de fuerzas de seguridad en la calle no ha conseguido disminuir el auténtico pánico que muchos conductores han  desarrollado a trabajar en la franja horaria nocturna. Ni siquiera el beneficio económico que ello les reportaría alcanza para estimular un cambio. Desde ya que no resulta lógico ni justo reprocharles lo que hacen. Como afirmaba con certera picardía un dicho popular, "el miedo no es zonzo". Pero, simultáneamente, la falta de taxis en la noche rosarina la convierte en territorio vedado para quienes no poseen automóvil -es decir, la mayor parte de la población-. Y es deber del Estado, en sus diversos estamentos y jurisdicciones, restaurar la seguridad que permita normalizar una situación a todas luces indeseable y anómala. Sin embargo, más allá de meras expresiones de deseos o promesas de control que difícilmente puedan cumplirse con éxito, aún no se ha dado el correspondiente debate que permita hallar un principio de solución consensuada a un problema acuciante. Sin dudas, ese es uno de los principales desafíos que las flamantes autoridades municipales y provinciales deberán encarar si es que pretenden ser útiles a la atribulada ciudadanía.  (Diario La Capital . Opinión.24/12/2003)


Los propietarios y peones de taxis definieron realizar paro de actividades durante la noche, a partir de la 0 hora de mañana y hasta la 6. La medida comenzará a regir en la medianoche de hoy. Según manifestaron los delegados de los gremios que agrupa a peones y propietarios de taxis, ante los reiterados hechos de inseguridad que deben padecer durante la noche y la falta de respuesta de las autoridades policiales, definieron no trabajar durante la noche hasta obtener una respuesta . (Diario. La  Capital. 18/08/2004) 


El problema no es nuevo pero, tal como lamentablemente suele suceder con excesiva frecuencia en la Argentina, pareciera que la única solución que queda es acostumbrarse a convivir con él. A partir de cierta hora de la noche, incluso en pleno centro de Rosario, conseguir un taxi se convierte literalmente en misión imposible. Si a ello se le suman las más que espaciadas apariciones que a esas horas suelen protagonizar los colectivos del transporte urbano de pasajeros, para aquellos "audaces" que se hayan atrevido a salir en horario nocturno sin disponer de vehículo propio la única alternativa viable será caminar, ejercicio que por lo menos resulta saludable. El mismo inconveniente -pero disparado por otros motivos- se presenta durante los fines de semana y los feriados, cuando establecer contacto con un taxi o remís por vía telefónica reviste, en determinada franja horaria, los rasgos de una odisea. Sin embargo, no corresponde olvidar que es el poder público el que debe ocuparse de garantizar el servicio de transporte en la ciudad, sea la hora que sea y el día que sea. Pese a ello -y con el lógico argumento de la inseguridad- se permite que los taxistas, a partir de cierto horario, virtualmente desaparezcan. O bien se admite que ocurra lo de anteayer, cuando el número de vehículos de alquiler que circulaba por las calles fue desbordado por la demanda, en función de que el porcentaje de taxis sobre el total de la flota llegaba apenas al cuarenta por ciento. La Secretaría de Servicios Públicos confirmó que se está estudiando la posibilidad de implementar turnos obligatorios a los conductores para evitar que se produzcan estos preocupantes vacíos. El responsable de la Asociación de Titulares de Taxis Independientes (Atti), Mario Cesca, se manifestó de acuerdo con el proyecto, pero simultáneamente expresó su molestia con que se les "eche la culpa" exclusiva de los dilemas del transporte urbano rosarino. Y enumeró factores cuya incidencia no se puede morigerar, como el auge del delito, la ineficiencia del servicio de colectivos y los dueños de automóviles que ahora -crisis de por medio- prefieren tomar taxis. No quedan dudas de que, tal cual lo expresó la secretaria de Servicios Públicos, Clara García, no resulta sencillo controlar a los más de tres mil cuentapropistas que trabajan en la ciudad. Pero esas dificultades no merecen convertirse en excusa. La víspera el propio intendente Miguel Lifschitz se mostró interesado en el tema y expresó su preocupación. No conviene que la solución continúe demorándose. (Diario La Capital. Editorial. 23/06/2004) 


A partir de hoy, la tarifa de los taxis y remises llevará el aumento que el Concejo Municipal aprobó hace 10 días. El incremento ronda el 25 por ciento respecto del precio anterior y lleva la bajada de bandera de los taxis a 1,80 peso y la ficha a 9 centavos. En el caso del remís, los costos respectivos serán de 2,20 pesos y 11 centavos por ficha o minuto de espera. Sin embargo, no todos los autos de alquiler podrán cobrar las nuevas tarifas, sino sólo los que ya hayan modificado el odómetro. Los que aún no lo adecuaron tendrán que cobrar sólo lo que marque el reloj.(DiarioLACapital.19/09/2005). 


� El 72% de los rosarinos avala la idea de crear un servicio de taxis diferencial �La iniciativa propone sumar una flota que circule de lunes a viernes de 18 a 6, y las 24 horas los fines de semana �Los rosarinos sufren diariamente el déficit del servicio de taxis, y a la hora de evaluar soluciones alternativas el 72 por ciento de los usuarios consideró como una "buena medida" la propuesta de crear un servicio diferencial que funcione de lunes a viernes, de 18 a 6, y las 24 horas durante los fines de semana. Los datos fueron revelados por una encuesta que realizó la Universidad Abierta Interamericana (UAI) entre los usuarios del servicio.�El relevamiento fue realizado en Rosario entre 500 usuarios del servicio de taxis, que fueron consultados durante el jueves y viernes pasado en diferentes puntos de la ciudad. A la hora de evaluar la calidad del servicio, el 40 por ciento lo calificó de "regular", el 11 por ciento directamente opinó que es "malo" y un 2 por ciento lo señaló como "muy malo". En cambio, el 29 por ciento de los consultados dijo que el sistema de taxis es "bueno" y sólo un 1 por ciento lo calificó como "muy bueno". Pese a esas consideraciones sobre la calidad del servicio que ofrecen los taxis, el 50 por ciento de los usuarios dijo que la tarifa vigente "es la correcta". Es más, un 26 por ciento consideró que "debe disminuir" y sólo un 6 por ciento aseguró que "debe aumentar". Los rosarinos también evaluaron las medidas alternativas para mejorar el sistema, más precisamente la de otorgar 150 nuevas licencias para un servicio diferencial que funcione de 18 a 6 de lunes a viernes, y las 24 horas los fines de semana. El 72 por ciento consideró la propuesta como "una buena medida", mientras que el 11 por ciento dijo que se trata de una solución innecesaria o que no produciría ninguna mejora en el servicio. Por último, se los consultó sobre el proyecto presentado por la concejala justicialista Victoria Ramírez, quien propone que un 30 por ciento de las licencias sean otorgadas a peones de taxis que actualmente están inscriptos en la Secretaría de Servicios Públicos de la Municipalidad. Para un 53 por ciento, la iniciativa es "correcta", mientras que el 13 por ciento la consideró "incorrecta".  (Diario LA Capital. 28/08/2005)


� Los titulares de taxis no sólo advirtieron que "es difícil" garantizar el servicio durante las fiestas de fin de año, sino que ahora salieron a reclamar un nuevo aumento en la tarifa. El presidente de la Asociación de Titulares de Taxis Independientes (Atti), Mario Cesca, aseguró que "es necesario actualizar los costos porque el precio de los vehículos aumentó un 10 por ciento y tanto el GNC como el gas oil van a subir nuevamente" y recordó que en Buenos Aires "ya se aprobó un aumento del 11 por ciento". Ante el pedido, la secretaria de Servicios Públicos, Clara García, fue contundente. "Está descartado, porque así como aumentaron los costos, también creció la demanda del servicio", dijo la funcionaria. ( Diario La Capital. 17/12/2004)


El Concejo Municipal se prepara para aumentar las tarifas de los taxis y remises. De no mediar sorpresas, pasado mañana se discutirá en el recinto del Palacio Vasallo un incremento del 25 por ciento en el precio de la bajada de bandera de los autos con taxímetro y un 17 por ciento de la ficha cada cien metros de los mismos vehículos. También se discutirán nuevas reglamentaciones en la vestimenta de los chóferes que prometen acalorados debates.(DiarioLaCapita.25/05/2004)�
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